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Un caso peculiar afectó a una ciudadana que perdió la bonificación del bono social durante varios meses como con-
secuencia del retraso en la reposición de su contrato con Energía XXI, tras haber sido dado de baja por error a solicitud 
de un tercero. Consideramos que las consecuencias del error no debían ser sufridas por esta persona vulnerable, que 
además había formulado diversas reclamaciones poniendo de manifiesto su situación, por lo que solicitamos a la enti-
dad que valorase la procedencia de otorgarle una indemnización, petición que fue finalmente atendida (queja 23/3792). 

En relación con la situación de las personas electrodependientes -que fue objeto de un apartado específico el año 
pasado-, decíamos que valorábamos positivamente la propuesta del Defensor  del Pueblo de España, que recogía en 
gran medida las conclusiones de nuestra jornada, y esperábamos que fuese acogida por la administración estatal.

Las personas electrodependientes necesitan que se les 
garantice el suministro eléctrico y se les avise de posibles 

cortes, además de acceder a bonificaciones en la tarifa eléctrica

El Defensor nos informó en agosto de 2024 de que la Secretaría de Estado de Energía había rechazado su propuesta 
para impulsar una reforma normativa enfocada a definir, protocolizar y atender las necesidades de los pacientes elec-
trodependientes, añadiendo que continuaba sus actuaciones al considerar insuficiente la justificación del rechazo en 
el hecho de que la normativa sectorial no considerase la electrodependencia como sinónimo de vulnerabilidad.

Posteriormente, en sede parlamentaria se producía un importante avance normativo10 al ordenarse al Gobierno que 
realice, en coordinación con las comunidades autónomas, un estudio sobre la conveniencia y oportunidad de aprobar 
posibles ayudas para las personas en situación de electrodependencia, «tales como la garantía de que no se les pueda 
suspender el suministro eléctrico; el establecimiento de la obligación de que las compañías eléctricas notifiquen, con la 
mayor antelación posible, aquellos cortes programados e inevitables en el suministro; el acceso a mayores bonificaciones 
en la tarifa eléctrica; o la puesta a disposición de dispositivos que garanticen el suministro en casos de cortes progra-
mados e inevitables o coyunturas imprevistas, como equipos electrógenos o sistemas de alimentación ininterrumpida». 

Esperamos que las administraciones desarrollen este mandato y podamos por fin contar con una normativa que atien-
da las necesidades de las personas electrodependientes que habían quedado puestas de manifiesto en su día con la 
tramitación de la queja de oficio 22/3284. 

2.2.6.2.1.1.1. Derechos de las personas usuarias ante denuncias por fraude o anomalía

En este apartado dedicado a la energía eléctrica queremos dar cuenta del resultado de la actuación de oficio desarro-
llada a través de la queja 23/9572, con la que pretendíamos aportar mayores garantías a las personas usuarias de este 
servicio frente a la actuación de la distribuidora en expedientes de anomalía eléctrica y una mayor tutela por parte 
de las administraciones competentes en materia de industria.

A este respecto debemos señalar que siguen siendo muy numerosas las quejas recibidas de personas disconformes con 
el inicio de procedimientos por presuntos fraudes o anomalías en el suministro eléctrico, denunciando una situación 
de  indefensión ante la compañía suministradora.

Finalmente, en octubre de 2024, recibíamos información acerca de la aprobación de la Instrucción 1/2024, de la Secretaría 
General de Energía, sobre Tramitación de los Procedimientos de Reclamaciones Eléctricas.

Valoramos que esta Instrucción, a falta de una regulación estatal que dote de mayor garantía jurídica al actual artículo 
87 del Real Decreto 1955/2000, al menos, proporciona criterios homogéneos acerca de cómo resolver las reclamaciones 
por parte de los Servicios de Energía y cómo realizar las actuaciones asociadas a la detección de anomalías por parte de 
las empresas eléctricas (distribuidoras y comercializadoras).

Por ello, nuestra intención es supervisar la efectiva implantación de las medidas acordadas en la misma, a fin de garantizar 
a la ciudadanía su derecho a la protección como personas consumidoras y usuarias por parte de las administraciones 
públicas.

10 Disposición Adicional 7ª de la Ley 3/2024, de 30 de octubre, para mejorar la calidad de vida de personas con Esclerosis Lateral Amiotrófica y otras 
enfermedades o procesos neurológicos de alta complejidad y curso irreversible.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/solicitamos-a-la-entidad-que-valore-indemnizar-a-la-persona-por-el-retraso-en-la-reposicion-de-su
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/informe-anual-2023/informe/2-2-6-servicios-de-interes-general.php%23Cap2261112
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/informe-anual-2023/informe/2-2-6-servicios-de-interes-general.php%23Cap2261112
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/electrodependencia-propuestas-para-una-regulacion-justa
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/iniciamos-actuacion-de-oficio-con-objeto-de-mejorar-la-situacion-de-las-personas-electrodependientes
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/habra-criterios-homogeneos-sobre-como-detectar-una-anomalia-electrica-y-poder-reclamar-0
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Con el mismo objeto pretendemos seguir solicitando la colaboración de la distribuidora Endesa en aquellos casos que 
nos lleguen planteando discrepancias con respecto al cumplimiento por su parte de las garantías establecidas en dicha 
Instrucción.

Esta ha puesto de manifiesto, en la respuesta ofrecida a esta Institución, su preocupación ante el imparable crecimiento 
de la defraudación de suministro eléctrico motivado, en su opinión, por el escaso riesgo económico, la profesionali-
zación del fraude y un marco normativo muy laxo que provoca una sensación de impunidad entre los defraudadores.

A esto añadía datos sobre la escasa incidencia de posibles situaciones de pobreza energética en el fraude detectado por 
Endesa, sobre la proliferación de fraude asociado a actividades ilícitas como el cultivo de marihuana, las consecuencias 
que origina el fraude en sobrecargas de redes que impiden el suministro en condiciones de calidad y seguridad, así 
como los riesgos intrínsecos a la manipulación de instalaciones, ya que generan daños en bienes y personas.

Al respecto hemos querido dejar claro que los supuestos que han reclamado nuestra atención no son los de fraude 
asociado a actividades ilícitas como el cultivo de marihuana, con respecto a los cuales observamos con preocupa-
ción la creciente extensión y peligrosidad de los grupos organizados que se dedican a estas prácticas, y el gravísimo 
problema social generado por los cortes de suministro que padecen familias vulnerables y afectan a barriadas enteras 
como consecuencia de estas prácticas ilícitas.

Ante estas situaciones coincidimos con aquellas posturas que reclaman agravar la penalidad del fraude eléctrico cuando 
va asociado a la comisión de otros delitos como el narcotráfico y/o la pertenencia a banda organizada, así como aquellos 
supuestos en que la comisión del fraude lleva aparejado un grave perjuicio para la seguridad o el interés público.

Por el contrario, no estamos de acuerdo con un agravamiento del delito básico de defraudación de fluido, cuando el 
mismo no va asociado a otras prácticas delictivas ni supone un grave riesgo para la seguridad o el interés público.

Los casos que han llegado a esta Institución en forma de queja -y que motivaron nuestra actuación de oficio en relación 
con los expedientes de anomalía eléctrica- se referían a situaciones en las que la persona titular del suministro niega la 
existencia de una anomalía en su instalación, o al menos el conocimiento de la misma, e incluso en ocasiones aporta 
informe de electricista autorizado que discrepa respecto de la valoración técnica contenida en el informe de inspección.

Además hemos señalado que, en ningún caso, pretendemos que no se persiga el fraude ni se establezcan los mecanis-
mos necesarios para que este no “resulte rentable”. 

Lo que hemos querido es dar voz a aquellas personas que nos pusieron de manifiesto la falta de información sufrida en 
el proceso porque no se les comunicó la existencia del expediente de anomalía, porque no se les facilitaron los elementos 
que acreditaban el fraude según la distribuidora -informe de inspección y/o pruebas que lo acompañan-, o porque no 
se les explicó la valoración de la recuperación de energía realizada.

También a quienes acudieron a esta Institución por haber sufrido un corte de suministro que consideraban indebido, 
al encontrarse reclamando frente a la propia existencia de la anomalía o a la facturación asociada de recuperación de 
energía del expediente, y que no se había producido en el momento de la inspección por motivos de seguridad.

Con independencia de que, como manifiesta la distribuidora, algunas de las situaciones denunciadas exceden del ámbito 
de su responsabilidad por corresponder a las comercializadoras (o bien, añadimos, que pudieran ser atribuidas a empre-
sas a las que encomendó la gestión de los expedientes de anomalía) lo que queremos poner de manifiesto, insistimos, 
es la necesidad de contar con un mecanismo coordinado de actuación que permita a la ciudadanía disponer de un 
cauce de reclamación en el que intervenga una administración que supervise el proceso.

2.2.6.2.1.1.2. Cortes de luz en barriadas desfavorecidas

Destacábamos finalmente como apartado independiente el año pasado la situación de barriadas desfavorecidas 
que sufren reiterados y prolongados cortes de luz, entre otras razones, por la proliferación de enganches ilegales 
asociados al cultivo de marihuana.
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